
LEY 962 DE 2005 

(8 julio) 

Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites 
y procedimientos administrativos de los organismos y entidades del 

Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o 
prestan servicios públicos. 

El Congreso de Colombia 

DECRETA 

Artículo  3°. Las personas, en sus relaciones con la administración 
pública, tienen los siguientes derechos los cuales ejercitarán 
directamente y sin apoderado: 

A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o 
técnicos que las disposiciones vigentes impongan a las peticiones, 
actuaciones, solicitudes o quejas que se propongan realizar, así como a 
llevarlas a cabo. 

A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los 
procedimientos en los que tengan la condición de interesados y obtener 
copias, a su costa, de documentos contenidos en ellos. 

A abstenerse de presentar documentos no exigidos por las normas 
legales aplicables a los procedimientos de que trate la gestión. 

Al acceso a los registros y archivos de la Administración Pública en 
los términos previstos por la Constitución y las leyes. 

A ser tratadas con respeto por las autoridades y servidores públicos, los 
cuales deben facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de 
sus obligaciones. 

A exigir el cumplimiento de las responsabilidades de la Administración 
Pública y del personal a su servicio, cuando así corresponda legalmente. 

A cualquier otro que le reconozca la Constitución y las leyes 

Artículo 28. Racionalización de la conservación de libros y papeles de 
comercio. Los libros y papeles del comerciante deberán ser conservados 
por un período de diez (10) años contados a partir de la fecha del último 
asiento, documento o comprobante, pudiendo utilizar para el efecto, a 
elección del comerciante, su conservación en papel o en cualquier medio 
técnico, magnético o electrónico que garantice su reproducción exacta. 

Igual término aplicará en relación con las personas, no comerciantes, que 
legalmente se encuentren obligadas a conservar esta información. 

Lo anterior sin perjuicio de los términos menores consagrados en normas 
especiales. 

 

 


